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por el contrario. tuvo oportunidadés razonables de conocer cuál era la
situación en la que se encontraba y de reacdonar frente a eIJa, pues en
ese caso el reconocimiento de una primacía absoluta a su propio derecho
equi\'aldría a hacer pagar a los titulares del derecho fundamental a un
proceso sin dilaciones indebidas las consecuencias de una conducta
ajena.

Pues bien. la anterior referencia a la jurisprudencia constitucional.
abundantemente reiterada por este Tribunal, basta para comprobar la
inexistencia de la lesión constitucional en el presente caso. En efecto, es
cierto, como sostienen los recurrentes en amparo y reconoce en su Auto
el órgano judicial a qua. que no les fue notificada en forma la tasación
de costas y liquidación de intereses. pues la cédula, que fue entregada a
una de las vecinas del inmueble, iba dirigida a la Sociedad «Vallvidriera
Residencial. S, A.~~, en vez de a los solicitantes de amparo. No es menos
cierto. sin embargo, que, como resulta del examen de las actuaciones,
tuvieron cünocimiento de la citada tasación de costas y liquidación de
intereses al series notificadas por correo certificado, como ellos mismos
reconocen y según acuse de recibo obran te en autos. las providencias
de II de abril y 13 dcjunio de 1986 por las que les requirió el Juzgado
para sa1Ísf;lcer la cantidad correspondiente a los intereses pendientes de
liquidar. i,laJo apercibimiento de seguir el juicio paro su cobro. Es más.
los recurrentes iniciaron conversaciones extrajudiciales con la parte
demand:lllte. Caja de Pensiones para la Vejez y de Ahorros de Cataluña
y Baleares, para llegar a un acuerdo sobre el pago de las cantidades
pendientes. Solicitada por ésta la subasta de la finca hipotecada. por no
haber sido satisfecho el importe de la liquidación de intereses. el Juzgado
por providencia de 23 de julio de 1986 acordó llevar a efecto la subasta,
seiialando como primera fecha el día 31 de octubre de 1986, Jo que
también les fue notificado por correo certificado el día 19 de septiem­
bre. segun acuse de recibo obrante en autos. Es claro. pues, que los
demandantes de amparo tuvieron conocimiento de la tasación de costas
y l~quidación de intereses, al menos, desde que les fue notificada la
providencia de 11 de abril de 1986 por la que se les requirió para
liquidar los intereses pendientes, apercibiéndoles el Juzgado de proseguir
el juicio paro su cobro. Pero en vez de actuar con la necesaria diligencia
y poner en conocimiento deJ órgano judicial la irregularidad procesal
habida o las conversaciones extrajudic1ales que estaban llevando a cabo

las partes o atender el requerimiento de pago para si evitar la subasta y
la continuación del procedimiento. los recurrentes en amparo dejaron
que el procedimiento siguiera su curso hasta dictarse Auto de remate y
cuando se les notifica la providencia de 13 de marzo de 1987 para que
dejasen la vivienda a disposición de los nuevos adjudicatarios es
entonces cuando com~recen por vez primera antc el Juzgado denun­
ciando aquella infraCCión procesal. En el largo tiempo que media entre
que tuvieron conocimiento de la tasación de costas y liquidación de
intereses y comparecieron ante el Juzgado. Jos recurrentes en amparo se
desinteresaron por entero del curso del proceso en el que se habían
personado como terceros poseedores, pues, incluso, pese a habérscles
notificado la fccha de celebración de la subasta ~. poder evitar ésta,
continuaron con su actitud pasiva, de forma que Sl alguna indefensión
han sufrido. ella es imputable exclusivamente a su conducta negligente,
por lo que en modo alguno, de conformidad con la doctrina de este
Tribunal expuesta uf supra, puede sostenerse que en el caso debatido
haya sido vulnerado el art, 24.1 de la Constitución.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado por don Antonio María Sánchez
Alberto y doña Margarita Schmon Galera y. en su virtud, dejar sin efecto
la suspensión del Auto de la Sala Tercera de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Barcelona, de 4 de julio de 1988, acordada por Auto de 7
de noviembre de 1988.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del EstadQ)~.

Dada en Madrid, a diecisiete de enero de mil novecientos noventa
y uno.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando García-Mon y González­
Regueral.-Carlos de la Vega 'Benayas.-JesÚs leguina Villa.-Luis Lópcz
Guerra,-José Vicente Gimeno Sendra.-Firmados y rubricados

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCiA

I. Antecedentes

la siguiente

en el Que aquél debía ser emplazado, que era también su domicilio
particular, la calle General de EJorza, núm. 77, 3,°, D, de Oviedo.

b) Por providencia de 8 de abril de 1988, el Magistrado admitió a
trámite la demanda y acordó la citación del demandado <<por medio de
edictos que se publicaran en el "Boletín Oficial" de la provincia y en el
tablón de anuncios de esta Magistratura~~, fijando como fecha para la
celebración del juicio el día 4 de mayo de 1988, Como consecuencia de
tal resolución. se libró oficio y se insertó el anuncio correspondiente,
publicándose el edicto en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias»
el 21 de abril del mismo año.

Figura en autos diligencia del Secretario de la Magistratura de 29 de
abril de 1988. en la'que se hace constar que también se envió la citación
al demandado por correo certificado con acuse de recibo, que fue
devuelta por el servicio de correos con la nota «se ausentó»),

c) El acto de la vista se celebró en la fecha prcvis.ta con la ausencia
del demandado )' se dictó Sentencia el día 5 de mayo. por la Que,
declarado nulo el despido. se le condenó a readmitir al despedido y a
abonarle los salarios que había dejado de percibir desde la fecha del
despido. La Sentencia le fue notificada al demandado, por encontrarse
en ignorado paradero, mediante edictos.

d) Firme la Sentencia. int{'resó la parte actora su ejecución al no
haber sido readmitido. acordando la Magistratura. por providencia de
30 de junio de 198~, la citación de las partes para el correspondiente
incidente. En diligencia se hizo constar el paradero desconocido del
demandadO por lo que fue citado por edictos. Celebrada la vista del
incidentc. por Auto de 6 de julíode 1988 se declaró resuelta la relación
laboral entre don Manuel Alfredo Iglesias Poli y don José Maria Aguado
Fernándcz, condenando al demandado a abonar a este una indemniza­
ción de 753.962 pesetas, más la cantidad de 388.936 pesetas en concepto
de salarios de tramitación. Por Auto de 21 de julio la Magistratura
declaró la ejecudón del Auto anterior y por providencia de 21 de julio
se declaró embarpdo el vehículo del demandado, librándose oficio a la
Jelatura ProYinclal de Tráfico interesando la anotación y precinto de
dicho embargo. Las dtadas resoluciones judiciales le fueron notificadas
al demandado en. estrados,

e) Afirma el actor ante este Tribunal que al precintarle su vehículo
la Policía Municipal de Oviedo f¡'.e cuando tuvo conocimiento por vez
primera de la cxistenda del procedimiento que se seguía en la ?\-bgistra­
tura deTrabajo núm. 4, por lo que ron fecha 13 de septiembre de 1988
presentó escrito solicitando la nulidad de actuaciones por infracción de
loSarts. 26 y concordantes de la LP.L. al no haber sido citado en forma
siendo su domicilio perfectamente conocido por la Magistratura, pues
figuraba en l.'} demanda, y por infracción del arto 73 de la LP.L, ya que

Sala Primera. Sentencia 9/1991. de 17 de enero. Recurso de
amparo 1.79911988. Contra resoluciones de la Magislra·
lura de Trabajo numero 4 de las de Oviedo que denegaron
la nulidad de actuaciones en procedimienlo sobre despido.
Vulneración del derecho a la tuIl'/a judicial ~fec1H'a: inde­

!cnsión causada por acIo de comunicación procesal defec-
tuoso. .
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En el recurso de amparo núm. 1.799/1988. interpuesto por don
Manuel Alfredo Iglesias Poli, representado por la Procuradora doña
Sofía Per~da Gil y asistido 'por el Letrado don José Ramón López
Cuesta. contra resoluciones de la Magistratura de Trabajo núm. 4 de
Ovicdo. de 13 de septiembre y 10 de octubre de 1988. que denegaron la
nulidad de actuaciones en procedimiento sobre despido. Ha compare­
cido el !viinistcrio Fiscal y ha actuado como Ponente el Magistrado don
Franclsco Tomás y Valiente, quien expresa eJ parecer de la Sala.

1. POf escrito presentado en el Juzgado de Guardia el día 10 de
noviembre de 1988, y registrado en este Tribunal el día 11 del mismo
mes y año. don Manuel Alfredo Iglesias Poli interpuso recurso de
amparo contra la providencia yel Auto de la Magistratura de Trabajo
núm. 4 de Oviedo de 13 de septiembre y 10 de octubre de 1988.
respecti\'a:n~nte. que denegaron la nulidad de actuaciones en Autos

~.283¡1988. sobre despido.

2. Los héchos en que se fundamenta la cemanda son, en síntesis.
los siguii:ilI6:

a) Fi.4 de abril de 1988, don José Maria Aguado Fernándel
formulú ':!~mand\l por despido nulo contra el recurrente en amparo.
cuy/! c' '10cim:ento correspondió por turno de reparto a la Magistratura
de Tra:':oj') "-,úm. 4 de OviOOo, yen la que se <.>eñalaba como domicilio

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente~ don Fernando García-Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magístra~

dos, ha pronunciado
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el termino transcurriúo desde la citación a través del «Boletín Oficial»
de la provincia (21 de abril de 1988) yeT día de la celebradón del juicio
oral (4 de mayo de 1988) era inferior al mínimo legal establecido en el
citado precepto de la L.P.L.

Por providencia de 13 de septiembre de 1988. la Magistratura declaró
no haber lugar a la nulidad de actuaciones instada. Formulado recurso
de reposición contra dicha providencia, fue desestimado por Auto de 10
de octubre de 1988. en el que se señala. en síntesis, que «el recurrente
fue citado por correo certificado en su domicilio y se negó a recibir la
notificación aduciendo el expediente, de "ausentarse del mismo..... y que
en consecuencia el recurrente fue cita40 en debida forma por aplicación
de los arts. 26 y 33 de la Ley de Procedimiento Laboral. sin que el plazo
de quince días que alega entre citación y celebración del juicio señalado
excepcionalmente en el arto 73 de' la misma Ley sea aplicable. ya que el
supuesto de "ausencia" en él mencionada no es la "dolosamente"
seguida por el recurrente». Ambas resoluciones fueron notificadas al
recurrente en amparo por correo certificado con acuse de recibo el 16 de
septiembre y 17 de octubre de 1988, respectivamente.

Con fecha 19 de octubre el solicitante de amparo dirigió eserito a la
Magistratura interesando se le aclarase si contra el anterior Auto era
recurrible. a la vez que anunciaba su propósito de recurrir en amparo.
Por providencia de 24 de octubre. que le. fue notificada al aCtor en .Ia
misma fecha se advirtió por Magistratura que contra dicho Auto sólo
cabía recurso de responsabilidad civil del Magistrado.

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la demanda de
amparo, se invoca como vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión, recogido en el arto 24.1 de la Constitución. Sostiene el
recurrente, con cita al efecto .de la doctrina _de este -Tribunal sobre la
necesidad del emplazamiento personal como instrumento il;1eludible
para garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva. que se le ha
colocado en la más absoluta indefensión porque no se le ha emplazado
en legal forma en el procedimiento. habiéndolo sido irregularmente
mediante edictos. lo que' le ha impedido defender sus derechos e
intereses. incumpliendo así la Magistratura su deber de diligencia en tan
transcendental acto procesal y conculcando lo dispuesto en los arts, 25,
26, 27 Y 73 de la L.P.L.

Por ello, suplicó al Tribunal Constitucional que dicte Sentencia por
la que se otoIJue el amparo solicitado y se le restablezca en su derecho
a la tutela judIcial efectiva, declarando la nulidad de todas las actuacio­
nes judiciales posteriores al momento de efectuarse el emplazamiento.

4. Por providencia de la Sección Cuarta de este Tribunal Constitu­
cional. de 23 de diciembre de 1988. a tenor de lo dispuesto en el
art. 50.3 de la LOTC, se acordó conceder un plazo común al solicitante
de amparo y al Ministerio Fiscal para que formulasen las alegaciones
que estimasen pertinentes en relación con las causas de inadmisión
consistentes en ser extemporánea la demanda (art. 44.2 LOTC) y en
carecer manifiestamente de contenido que justifique una decisión por
parte de este Tribunal [arto 50.2 b) LOTe].

En su escrito de alegaciones, de 7 de enero de 1989, el solicitante de
amparo interesó la admisión a trámite de la demanda, pues en su
consideración ni es extemporánea, ya que el Auto de 10 de octubre
de 1988 que desestimó el recurso de reposición contra la providencia
de 13 de septiembre le fue notificado el día 17 de octubre, ni carecía de
contenido constitucional. ya que al no haber sido emplazado en forma
no pudo tener conocimiento del proceso y se le impidió,con ello, la
defensa de sus derechos e intereses legítimos, vulnerándose así el
arto 24.1 de la Constitución.

Por su parte, el Ministerio Fiscal, en su escrito de 12 de enero
de 1989. estimó que no era extemporánea la demanda de amparo, y en
cuanto al fondo de la cuestión planteada, dado que era incompleta la
documentación aportada por el demandante. solicitó la suspensión del
tránlite de admiSión y que se requiriese de la Magistratura de Trabajo
núm. 4 de Oviedo el expediente laboral completo, para que una vez
recibido se diese traslado del mismo a las partes y al Ministerio Fiscal
para formular nuevas alegaciones.

5. Por providencia de 30 de enero· de 1989, la Sección, de
conformidad con lo dispuesto en el arto 88 de la LOTe, acordó requerir
a la Magistratura de Trabajo 'núm. 4 deOviedo testimonio integro de
los Autos 283/ ¡988 sobre despido. Mediante I?rovidencia de 23 de
febrero, la Sección tuvo por recibidas ·las actuacIOnes remitidas por la
Magistratura de Trabajo dando vista de las mismas al Ministerio Fiscal
y al solicitante de amparo para Que, en el plazo común de vcinte días,
pudieran completar las alegaciones formuladas en su día.

Sólo formuló alegaciones el Ministerio Fiscal, quien en su esento
de 10 de marzo de 1989 interesó, una vez examinado el expediente
laboral, la admisión a trámite de la demanda.

6., La Sección Segunda de este Tribunal Constitucional, por provi~
dencIa de 17 de mayo de 1989, admitió a trámite la demanda de
amparo y, de conformidad con lo establecido en el arto 51 de la LOTC,
requirió a la Magistratura de Trabajo núm. 4 de Ovicdo para que
emplazase a quienes fueron parte en el procedimiento 283/1988, con
excepción del recurrente en amparo, para que en el plazo de diez oías
pudieran comparecer en este proceso constitucionaL
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Transcurrido dicho término sin que se hubiera producido compare­
cencia alguna, la Sección por" providencia de 26 de junio de 1989, a
tenor de lo dispuesto en.:l arto 52 de la LOTC, acordó dar vista de tod~s
las.actuaciones al Ministerio Fiscal y a la Procuradora Sra. Pereda Gtl,
para que pudiesen formular. las alegaciones que estimasen pet;tinentes.

7. La representación del actor, en su escri!o de alegaciones presen­
tado el 20 de julio de 1989, reitero las ya realizadas en la demanda y
señaló que el ex.amen de las actuaciones evidencia m.:ridianamente que
la citación por carreo certificado y la citació~ por edictos se de~idier0!1
.y practicaron simultáneamente por la MagIstratura de TrabaJO, 01v1­
dando que este último sistema de citación no cabe sino en el caso de que
.se hayan agotado todos 'los otros procedimientos- que la Ley contempla,
as! como que la Magistratura, tras el fracaso de la citación por correo
eertiflcado. no intentó en una· sola ocasión citar a su representado por
los medios procesales de que los órganos jurisdiccionales disponen.

Entiende el recurrente ~n amparo que la actuación-de la Magistratll-Q
de Trabajo ha ocasionado su indefensión en el procedimiento laboral,
por lo que concluyó su escrito suplicando se dictase Sentencia por la que
se le otorgue el amparo solicítado.

8. El Fiscal ante el Tñbunal Constitucional, en su escrito de
alegaciones presentado el día 20 de julio de 1988. sostiene, tras relatar
los antecedentes que resultan del ex.amen del expediente labarál, que la
Magistratura de Trabajo mimo 4 deOvied.o. en el supuesto ahora
contemplado, quebró de dos maneras el derecho del demandante a no
padecer indefensión que le otorga el art, 24.1 de la Constitución. En
primer término, al emplazar directamente al solicitante de amparo por
edictos a fijar en el tablón "de anuncios de la propia Magistratura de
Trabajo y en el «Boletín Oficial» de la provin~i~,. cuando le constaba.
porque así figuraba en la demanda. el domlclho del recurrente en
amparo, Así, la Magistratura recurrió al emplazamiento edictal sin
esperar al fracaso de otras fórmulas de comunicación procesal preveni­
das en la Ley, siendo doctrina constante de este Tribunal que la citación
por edictos es un modo de comunicadón procesal constitucional pero
que siempre debe ser empicado como último recurso tras haber agotado
la posibilidad de citación personal o por comparecencia y la postal por
carta con acuse de recibe (SSTC 157/1987 y 140/1988). En segundo
término. aunque simultaneó el emplazamiento edictal con la citación
por correo certificado con acuse de recibo, la Ma~istratura de Trabajo
cuando le fue devuelta la citación por el serviCIO de correos con la
anotación de «se ausento», cesó su tarea investigadora de si la ausencia
del demandado era momentanea o definitiva y ni inquirió del. deman­
dante ni de organismo alguno cualquier otro posible domicilio del
demandado, dejando, además, de simultanear a partir de este momento
procesal, como de manera tan incongruente como impropia venía
haciendo, el llamamiento por edictos con las citaciones postales' con
acuse de recibo. Esta inactividad procesal del ól."g¡ino judicial habria
vulnerado. como en supuestos similares ha declarado este Tribunal
Constitucional, el derecho del recurrente a no padecer indefensión.

En consecuencia, el Fiscal interesó, de conformidad con los arts. 80
y 86.1 de la LOTe, el otorgamiento del amparo solicitado al haber
vulnerado las resoluciones judiciales, recurridas el arto 24.1 de la
Constitución.

Por providencia de 14 de enero de 1991 se seiíaló para deljberación
y fallo el día 17 del mismo mes y año.

n. Fundamentos jurídicos

1. Según ha quedado expuesto en los antecedentes del recurso de
amparo, se interpone como consecuencia de la tramitación del proceso
de despido 283/1988, seguido ante la Magistratura de Trabajo mimo 4
de Oviedo,en el que recayó Sentencia de fecha 5 de m.::tyo de 1988.
Alega el solicitante de amparo no haber sido emplazado en forma en
dicho proc~so, lo que comportó su incomparecencia, y considera que la
denegadón por parte de la Magistratura de Trabajo de la nulidad de
actuaciones pedida por tal eircunstancia ha vulnerado 5U derecho a la
tutela judicial efectiva y le ha causado una completa indefensión.

Aunque en la demanda cita el recurrente en amparo com,) r.:sclucio­
nes de la Magistratura de Trabajo impugnadas la providencia de 13 de
septiembre de 1988 y el Auto de 10 de octubre del mismo año, que
desestimó el recurso de reposición interpuesto contra aquélla, conviene
tener en cuenta que del contenido de dicha demanda resulta que en su
fundamentación subyace la denuncia contra las primeras actuaciones
practicadas tras la demanda promovida· por el trabajador, carentes del
requisito esencial del emplazamiento en forma y con el resultado de
haber sido condenada la demandada sin audiencia pre V 18, contra la
garantía constitucional prevista en el arto 24.1 de la Constitución, razón
por la cual en el suplico de la demanda de amparo se solicita, no sólo
la nulidad de aquella providencia y de aquel Auto, sino también de
todas las actuaciones, puesto que pide que estas se retrotrzigan -previa
declaración de nulidad- al momento de citación para el juicio. Por elio,
la impugnación en el presente proceso de amparo ha de entoenderse
dirigida contra la Sellter.cia que puso término al proceso, no en razón
de su contenido intrins:xc, sino por el hecho de ser culmi:l.:Gión de un
procedimiento viciado, sm perjuicio de que sea nereS3fio extender
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nuestro pronunciamiento, si fuera favorable al otorgamiento del
amparo, a todas las actuaciones judiciales producidas a partir del
momento en que se originó la indefensión denunciada, entre ellas las
recaídas en la fase de ejecución de la Sentlmóa dictada inaudita parle.

2. Dicho 10 anterior, para resolver el supuesto enunciado conviene
tener presente la reiterada doctrina de este Tribunal Constitucional
sobre el derecho de defensa garantizado por el arto 24.1 de la Constitu­
ción. en relación con los actos de comunicación -citaciones, notificacio­
nes y cmplaLlmientos- en el proceso. Sintetizando brevemente la citada
doctrina, basta recordar la especial trascendencia que para la efectividad
del derecho a la tutela judicial sin indefensión viene atribuida a los actos
de comunicación del órgano judicial con las partes, en especial el
emplazamiento a quien es o puede ser parte en el procedimiento.
Asimismo, se ha dicho que la notificación y el emplazamiento por
correo certíficado con acuse de recibo dando fe el Secretario en los autos
del contenido del sobre remitido. es una forma ordinaria de comunica­
ción, tal como establecía el art. 32 de la Ley de Procedimiento Laboral
(LP.L). ames riel Real Decreto legislativo 59JI1990, de 27 de abril, pero
que. sin embargo, la utilización de los servicios de correos por los
órganos jurisdiccionales no permite que en todos los casos en que la
notificación o emplazamiento por correo resulte infructuosa se acuda a
la práctica de la notificación por edictos, pues éste sólo es sistema
utilizable cuando no conste en las actuaciones el domicilio de la persona
que deba ser notificada o emplazada o se ignore su paradero por haber
cambiado de domicilio, añadiéndose que es preciso reiterar, desde la
perspectiva constitucional de la efechvidad de la tutela judicial, el
carácter supletorio de las notificaciones por medio de edictos y su
consideración como remedio último para la comunicación del órgano
jurisdiccional con las partes (SSTC 36/1987. 15711987 y 140/1988).

Descendiendo de lo general a lo panicular, en cuanto deviene
pertinente al caso que nos ocupa, resta por añadir Que cuando resulta
infructuoso el emplazamiento por correo certificado con acuse de recibo,
por hallarsc ausente su destínatario, no puede realizarse sin más la
notificación por edictos que autoriza el art. 33 de la L.P.L., pues -como
se dicc en la STC 234/1988- antes de acudir a este procedimiento es
preciso Que no conste el domicilio del interesado o se ignore su paradero
y «que se consigne así por diligencia». Y esta diligencia, inexcusable para
la notificación por edictos,.requiere previamente el cumplimiento de las
formalidades establecidas:por los antiguos~arts. 26 y 27 de la L.P.L, es
decir, que se haga por el Secretario o funcionario en quien delegue «en
el domicilio de la persona a que afecte» (art. 26); y de no ser hallado el
destinatario de la cédula de notificación, que se entregue ésta a las
personas Que designa el arto 27. Sólo una vez cubiertos dichos trámites,
de los que no excusa la notificación por correo certificado que autoriza
el art. 32 de la L.P.L, puedc acordarse la notificación por edictos que
autoriza el arto 33 de la L.P.L

3. Considerando a la luz de dicha doctrina el emplazamiento
acordado por la Magistratura de Trabajo en el proceso de despido,
resulta del examen de las actuaciones que en la demanda figuraba el
domicilio del ahora recurrente en amparo y que la Magistratura de
Trabajo. por providencia de 8 de abril de 1988, admitió a trámite la
demanda y acordó la citación de la parte demandada «por medio de
edictos que se publicarán en el "Boletín Oficial" de la provincia y en el
tablón de anuncios de esta Magistratura». El emplazamiento edictal se
simultáneo edictal se simultaneó con la citación del demandado ~r
correo certificado con acuse de recibo, la cual fue devuelta por el servido
de correos con la nota «se ausentó», según diligencia del Secretario de
fecha 29 de abril de 1988. Dictada Sentencia con fecha 5 de mayo de
1988. le fue notificada al demandado por edictos, y las resoluciones
judiciales recaídas en fase de ejecución le fueron notificadas en estrados,
hasta que el recurrente en amparo, una vez que tuvo conocimíento del
proceso al serIe embargado su vehiculo, compareció ante el Juzgado
instando la nulidad de actuacíones, siéndole notificada la providencia

3855 Sala Primera. Sentencia 10/199]. de]7 de enero. Recurso
de amparo 1.8]2/1989. Contra omisión de resolucian
judicial en los Autos de tercerfa de dominio promovidos en
juicio ejecutivo seguido en el Juzgado de Primera Instancia
numero 18 de .1\1adrid. Vulneración del aniculo 242 c.E.:
Derecho a un proceso sin dilaciones.

La Sala primera del· Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García-Mon y
G~nzález-Rc~uer~l. don Carlos de la \:,ega Bcn,ayas, don Jesús Leguina
Villa, don LUIS López Guerra y don Vicente Gmleno Sendra, Magistra­
dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.812/1989, interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don José Tejedor Moyano, en nombre y

denegatoria de la declaración de nulidad, y el Auto dcscstimatorio del
recurso de reposicJón contra aquélla, por correo certíficado con acuse de
recibo.

Pues bien, las círcunstancias concurrentes en el presente caso llevan
necesariamente a la concesión del amparo solicitado, puesto quc, como
señala el Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones. se comprueba
que la Magistratura de Trabajo en cuestión no actuó con el cuidado y
la colaboración que son exigibles a los órganos judiciales en su
comunicación con las partes. En efecto, por un lado, constándole a la
Magistratura de Trabajo el domicilio del recurrente en amparo, aquélla
acordó su emplazamiento edictal al admitir a trámite la demanda,
faltando el presupuesto para decidir dicha modalidad de emplaza­
miento, esto es, el ignorado paradero o domicilio del demandado, y sin
haber agotado previamente las otras modalidades de comunicación
previstas en la Ley que aseguran en mayor medida la efectividad del
emplazamiento, dado el carácter del emplazamiento edictal corno
remedio último para la comunicación del órgano judicial con las partes.
De otro lado, aunque la Magistratura, en una actuación procesalmente
impropia, simultaneó la citación cdictal con la citación del demandado
por correo certificado con acuse de recibo, la cual fue devuelta por el
servicio de correos con la anotación «se ausentó~), sin embargo omitió
las garantías exigidas por la L.P.L. para que pudiera acudirse al
emplazamiento edictal, asi como toda actividad investigadora tendente
a determinar si la ausencia del demandado era momentánea o definitiva
y sin inquirir del demandante cualquier otro posible domicilio del
recurrente en amparo.

Semejante actuación del órgano judicial no satisface el derecho a la
tutela judicial efectiva y causó la indefensión del recurrente. pues ni
consta fehacientemente en las actuaciones que éste conociera la existen­
cia del proceso, ni puede presumirse su conocimiento a través de hechos
ciertos, ni. finalmente, le es exigible una diligencia suficiente y necesaria
para haber podido conocerlo a. través del procedimiento edictal,
habiendo podido evitar el órgano judicíal si hubiera actuado diligente­
mente lo que califica, sin que exista evidencia alguna, de actitud dolosa
del recurrente en amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, 'el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIEkE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Manuel Alfredo Iglesias Poli y,
en su virtud:

LO Declarar la nulidad de las actuaciones y decisiones practicadas
>' dictadas en Autos 283/1988 de despido por la Magistratura de Traba­
JO núm. 4 de Oviedo, desde el momento inmediatamente anterior al
emplazamiento del demandado don Manuel Alfredo Iglesias Poli.

2.... Reconocer el derecho del recurrente a la tutela judicial efectiva
sin indefensión.

3.° Restablecer a don Manuel Alfredo Iglesias Poli la intlVÍdad_.de
su derecho y para ello retrotraer las citadas actuaciones Judiciales
seguidas ante la Magistratura de Trabajo núm. 4 de Oviedo, hoy
Juzgado de lo Social, al momento inmediatamente anterior al emplaza­
miento del demandado, para que éste sea emplazado en forma legal.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficia1 dcl Estado».

Dada en Madrid. a diecisiete de enero de mil novecientos noventa
y uno.-Francísco Tomás y Valiente.-Fernando Garda-Mon y González­
RegueraL-Carlos de la Vega Benayas.-Jeslis Leguina Vma.-Luis López
Guerra.-ViceDle Gimeno Sendra.-Firmado y rubricado.

representación de don Jorge Tormo Ibáñez y doña Natividad Móreno
Ferré, contra omisión de [esolución judicial en los Autos de tercería de
dominio promovidos en el juicio ejecutivo 242/1981 seguidos en el
Juzgado de Primera Instancia núm. 18 de los de Madrid.- Ha compare­
cido el Ministerio FiscaL Ha sido Ponente el Magistrado don Jesús
Leguina Villa., quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes
1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia el 6 de

septiembre de 1989 y registrado en este Tribunal el 8 del mismo mes y
año, don Jose Tejedor Moyano, Procurador de los Tribunales, inter­
pone, en nombre y representación de don Jorge TOimo Ibáñez y doña
Natividad Moreno Ferré. recurso de amparo contra la falta de resolución
judicial en los Autos de tercería de dominio promovidos en el juicio
ejecutivo 242/1981 seguido en el Juzgado de Pnmera Instancia núm. 18
de los de Madrid.

2. Los hechos de los que trae origen la demanda de amparo son,
sucíntamente expuestos, los que a continuación se relacionan:


